PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, mediante los organismos que correspondan, informe sobre los inmuebles alquilados que actualmente estén destinados al área de Educación y especifique sobre los siguientes puntos:

1) Ubicación: dirección, localidad, departamento y número de teléfono.

2) Nombre del locador.

3) Monto que se abona mensualmente por el alquiler.

4) Plazo del Contrato de locación.

5) Destino para el cual se utiliza el inmueble.

6) Superficie cubierta.

7) Estado general del inmueble (actualizado)

8) Valuación del inmueble (actualizado)

9) Deudas que se registran en concepto de alquileres impagos e inmuebles afectados

10) Conflictos en la renegociación de los contratos de locación e inmuebles afectados

11) Causas judiciales que particulares iniciaron contra la Provincia por atraso en los pagos de alquiler.

12) Detalle de establecimientos educativos que funcionan en inmuebles prestados por otras instituciones.

13) Plan para la adquisición de edificio propio para  las instituciones educativas de la provincia y plazos previstos para alcanzar la regularización definitiva.

Sr. Presidente: 

Dado los múltiples casos de conflictos en instituciones educativas generados por la acumulación de deudas del Estado en concepto de alquileres de  inmuebles y considerando que estas situaciones han tenido relevancia pública y perjudican el normal desarrollo de las actividades educativas en los establecimientos afectados, consideramos necesario disponer del relevamiento actualizado de todos los inmuebles alquilados por la provincia en los que funcionen instituciones educativas y conocer cuál es la estrategia del Estado Provincial para resolver el grave problema de edificio propio para todas las escuelas públicas provinciales.

Para citar un ejemplo, recordamos la actual situación de la escuela Nº 628 “Servando Bayo”, ubicado en Salta 1325/7, de la Ciudad de Rosario. Recientemente se conoció que la Provincia adeuda los alquileres acumulados de siete años al propietario del inmueble, lo que arroja una cifra de aproximadamente $750.000 de deuda (más intereses y costas).

 La institución fue conminada judicialmente a desalojar el inmueble por falta de pago de alquileres, y en reiteradas oportunidades, a lo largo de los últimos meses, se presentó al local escolar un oficial de justicia para notificar el inminente desahucio. La situación sólo pudo paliarse porque mediante ley Nº 12.699 del 14/12/2006 se declaró de interés general y sujeto a expropiación el inmueble de referencia y porque, dando cumplimiento a esta ley y después de un largo trámite, el Ministerio de Educación finalmente depositó en sede judicial la suma establecida por la Comisión de Evaluación de la Provincia (aproximadamente $ 970.000 pesos).  Cabe reflexionar al respecto que en los siete años de conflicto con el propietario y fallo judicial mediante, la provincia ahora debe abonar en concepto de alquileres adeudados una suma prácticamente idéntica que la que debe pagar para la adquisición del inmueble, por lo que todo este proceso deviene sumamente costoso e irrazonable, malgastándose los dineros públicos y provocando innecesarios malestares a la comunidad educativa.

Otras situaciones similares se dan en el Centro de Formación Laboral Nº 2 ubicado en la calle Crespo 849 de la ciudad de Rosario, que también cuenta con una ley de expropiación sancionada pero no efectivizada y en el inmueble que ocupa la escuela Nº 71 “Dr. F. de Gurruchaga”, ubicada en la calle Crespo 220 de la ciudad de Rosario, cuya propietaria también exige el pago de alquileres adeudados. También en el caso del CFP Nº 2, el año pasado la provincia debió abonar una suma de alrededor de $900.000  por alquileres impagos y todavía se encuentra sin resolver la expropiación del inmueble, con la consiguiente preocupación de la comunidad educativa por la latente amenaza de desalojo.

Es evidente que la política de alquilar inmuebles para el funcionamiento de instituciones educativas sólo tiene sentido para resolver situaciones perentorias, pero es una política absurda para el mediano y largo plazo. Las escuelas, a partir de su creación, tienen una larga vida, por lo que mantenerlas funcionando en inmuebles alquilados resulta mucho más oneroso para el Estado provincial que la adquisición del edificio propio, ya que adquiriendo el inmueble el Estado se capitaliza en propiedades y ahorra las cuantiosas sumas de dineros públicos que se desperdician mensualmente en alquileres. 

 A la obvia dificultad que genera el funcionamiento escolar en inmuebles alquilados por el estado de incertidumbre en el que se sume a la comunidad educativa, cabe agregar que el mantenimiento y las refacciones en los mismos son prácticamente inexistentes, ya que cuando las autoridades de las escuelas gestionan subsidios para ese destino se les contesta invariablemente que la provincia no realiza inversiones en inmuebles que no son de su propiedad.  Así se encuentran doblemente castigados: sin edificio propio y sin mantenimiento ni posibilidades de mejoras del edificio que ocupan.

También es imprescindible conocer realmente el estado en que se encuentran estos establecimientos dado que hemos podido constatar la situación deplorable por obsolencia de muchos de ellos. Señalamos, sólo a modo de ejemplificación, que muchos edificios tienen problemas de rotura de cañerías, desprendimiento de cielorraso, humedad en techos y paredes, paredes electrificadas, ausencia o deficiencias en la instalación de gas, falta de mobiliario, rotura de vidrios y demás insuficiencias de infraestructura y equipamiento que dificulta el adecuado desarrollo de las actividades propias de las escuelas.

El gasto público debe estar dispuesto en pos de mejorar la calidad de vida de los santafesinos y, entre otros derechos, garantizar la calidad educativa, por lo que consideramos indispensable que se tomen medidas urgentes para paliar la terrible problemática edilicia que enfrenta la educación. 


Para que problemas como estos no se reiteren indefinidamente y se despeje la posibilidad de alumnos y docentes a punto de ser desalojados de las instituciones que les dan albergue, creemos necesario se informe y se resuelva sobre la cuestión.

Por lo antes expuesto es que solicito a mis pares la aprobación de este proyecto.

